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Rivera Colón y la Juez Nieves Figueroa.   

 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a  29  de enero de 2016. 

 Comparece ante nosotros por derecho propio el señor José A. 

Rosado Plaza (en adelante “peticionario”), mediante recurso de 

certiorari.  Solicita la revocación de la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Ponce (en adelante 

“TPI”), en la que el Tribunal declaró No Ha Lugar su solicitud a los 

efectos de que se le abonara a su sentencia el tiempo cumplido en 

probatoria antes de que le fuera revocada la libertad a prueba. 

 Examinado el recurso presentado, así como el derecho 

aplicable, acordamos denegar la expedición del auto de certiorari. 

I. 

De lo que podemos colegir del recurso presentado, el 12 de 

marzo de 2009 el peticionario fue sentenciado a cumplir 5 años de 

reclusión por infracción al Artículo 3.1 de la Ley Núm. 54 de 15 de 

agosto de 1989, según enmendada, 8 L.P.R.A. sec. 631, y el TPI 

ordenó la suspensión de la sentencia a tenor con lo dispuesto en la 

Ley de Sentencias Suspendidas, Ley Núm. 259 de 3 de abril de 

1946, según enmendada, 34 L.P.R.A. secs. 2016 et seq.  Ante ello, 
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el peticionario quedó en libertad a prueba sujeto al cumplimiento 

de ciertas condiciones impuestas por el TPI, hasta la expiración de 

la totalidad de la sentencia. 

El peticionario estuvo disfrutando del privilegio de sentencia 

suspendida hasta el 19 de julio de 2013 cuando la misma le fue 

revocada por el TPI y fue ingresado a una institución penal.  

Desconocemos las razones por las cuales la misma fue revocada, 

ya que no surgen del expediente ante nuestra consideración. 

Así las cosas, el 10 de noviembre de 2015 el peticionario 

presentó ante el TPI una moción intitulada Reconsideración.  

Solicitó al TPI que le acreditara el tiempo que estuvo en probatoria 

al total de su sentencia.  No obstante, el 17 de diciembre de 2017, 

notificada y archivada en autos el 18 de diciembre de 2015, el TPI 

declaró No Ha Lugar la solicitud del peticionario. 

Inconforme, el peticionario acude ante nosotros mediante el 

recurso de certiorari de epígrafe.  Alega que el TPI se equivocó al 

negarse a acreditarle el tiempo que cumplió en probatoria, pues 

entiende que ello constituye un doble castigo por los mismos 

hechos, lo cual es contrario a su derecho al debido proceso de ley. 

II. 

A. El Recurso de Certiorari 

Las decisiones interlocutorias, distinto a las sentencias, son 

revisables ante el Tribunal de Apelaciones mediante recurso de 

certiorari.  El recurso de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía 

pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal de 

menor jerarquía. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913 

(2009).  El Tribunal de Apelaciones tiene la facultad para expedir el 

auto de certiorari de manera discrecional, por tratarse de ordinario 

de asuntos interlocutorios. 
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Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar. García v. Padró, 165 D.P.R. 324 

(2005).  Éstos son: 

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 

craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

D.  Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 
E.  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 
F.  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causa un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio. 

G.  Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 4 
L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 

 
Un certiorari sólo habrá de expedirse si al menos uno de 

estos criterios aconsejan la revisión del dictamen recurrido.  En 

otras palabras, el ordenamiento impone que ejerzamos nuestra 

discreción y evaluemos si, a la luz de alguno de los criterios 

contenidos en la misma, se requiere nuestra intervención.  De no 

ser así, procede que nos abstengamos de expedir el auto solicitado, 

de manera que se continúen los procedimientos del caso sin mayor 

dilación en el Foro de Instancia. 

B. Ley de Sentencias Suspendidas y Libertad a Prueba 

El proceso de revocación de una sentencia suspendida se 

rige por el Artículo 4 de la Ley de Sentencias Suspendidas y 
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Libertad a Prueba, 34 L.P.R.A. sec. 1029.  En lo pertinente, el 

Artículo 4 dispone lo siguiente:  

El tribunal sentenciador podrá en cualquier 
momento en que a su juicio la libertad a prueba de 
una persona fuere incompatible con la debida 

seguridad de la comunidad o con el propósito de 
rehabilitación del delincuente, revocar dicha libertad y 
ordenar la reclusión de la persona por el período de 

tiempo completo señalado en la sentencia cuya 
ejecución suspendió para ordenar la libertad a prueba, 

sin abonarle a dicha persona el período de tiempo 
que estuvo en libertad a prueba. El tribunal 
sentenciador podrá en cualquier momento solicitar de 

la Administración de Corrección un informe periódico 
de la conducta de la persona puesta a prueba. (Énfasis 

suplido.)  
  

Como surge del texto claro de la ley, el tribunal sentenciador 

puede revocar la libertad a prueba y ordenar la reclusión por el 

período de tiempo completo señalado en la sentencia que fue 

previamente suspendida.  Lo que el Tribunal Supremo resolvió en 

el caso Pueblo v. Valentín Burgos, 135 D.P.R. 245 (1994), es que el 

juez que revoca la sentencia suspendida tiene discreción para 

ordenar que el tiempo cumplido en probatoria o libertad a prueba 

se le abone al término. Martínez Torres v. Amaro Pérez, 116 D.P.R. 

717 (1985); Martínez Reyes v. Tribunal, 104 D.P.R. 407 (1975). 

La discreción del foro sentenciador merece nuestra 

deferencia si se ajusta a los criterios de razonabilidad que 

sostienen su ejercicio.  Después de todo, esa discreción es “una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera”. Bco. Popular de P.R. v. Munc. 

De Aguadilla, 144 D.P.R. 651, 658 (1997); Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 D.P.R. 203, 211 (1990). 

Además, es norma reiterada que todo dictamen judicial está 

cobijado por una presunción de legalidad y de corrección. Vargas 

v. González, 149 D.P.R. 857 (1999); Pueblo v. Rodríguez Aponte, 

116 D.P.R. 653 (1985). 
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III. 

De la Resolución recurrida se desprende que el TPI ha 

atendido la solicitud del peticionario y reiterado su decisión de no 

abonar a la sentencia el tiempo cumplido en probatoria.  Nada hay 

en el escrito presentado por el peticionario que nos mueva a 

intervenir con el ejercicio de discreción del TPI.  El peticionario no 

ha logrado rebatir la presunción de corrección que acompaña la 

determinación del TPI de no abonar el tiempo cumplido en libertad 

a prueba a la sentencia restituida, precisamente por incumplir las 

condiciones que le fueron impuestas al concederle el privilegio.  Por 

eso, declinamos expedir. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

  

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


